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    ACCIONANTE:    ÓSCAR SANTIAGO SÁNCHEZ 
En Rep. SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN

CONCEDE

DERECHO A LA SALUD DEL MENOR/ Obstáculos administrativos en la prestación del servicio médico/ Procedencia del tratamiento integral  

(…) el padre del enfermo procuró obtener la autorización por parte del Dispensario Médico para la práctica de tales exámenes y valoración especializada, la respuesta fue negativa al anteponerse para ello situaciones de índole administrativo como el de no contar con los reactivos requeridos o contratado un consultorio o laboratorio externo, o que la profesional en psicología se encuentra incapacitada y no se ha designado su reemplazo, constituyéndose ello en una dilación injustificada que da al traste con la prestación del derecho fundamental a la salud reclamado (…)” 

“(…) como quiera que luego de los análisis efectuados al joven SANTIAGO puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la patología que dio origen a la presente acción (…) es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención de salud que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará (…) que garantice al accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (…) que requiera con ocasión de la patología psiquiátrica que dio origen a la presente acción.” 
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-391 de 2009, T-384 de 2013 y T-160 de 2014.
                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación No. 136
                                                 Hora: 8:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ÓSCAR SANTIAGO SÁNCHEZ en su calidad de representante legal del joven SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARIN en contra del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería “Batalla de San Mateo” de Pereira, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la salud de su menor hijo.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que se aporta por intermedio del padre del joven SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN, se puede sintetizar así: (i)  en enero 29 su hijo tuvo que asistir de urgencias al “Homeris” para valoración por psiquiatría, donde se indicó que presenta un “episodio depresivo traumático” y se dispuso control por psiquiatría y psicología; (ii) en febrero 5 la psiquiatra le diagnosticó “trastorno psicótico agudo polimorfo, con síntomas de esquizofrenia” e igualmente “episodio depresivo no especificado”, por lo cual se le ordenó “Hemograma, TSH, vitamina B 12, ácido fólico, VDRL”, como parte del plan de manejo; (iii) en esa misma oportunidad solicitó la autorización de los exámenes prescritos y se le expresó que no se realizaban por cuanto no han llegado los reactivos requeridos por el laboratorio y tampoco se hacía en consultorio externo al no haberse contratado a la fecha; y (iv) al dialogar con la bacterióloga de turno, le comunicó que de efectuar dichos análisis por su cuenta resultaban muy costosos y por ende al hablar con la Directora del Dispensario, le indicó que no puede hacer nada, que debía esperar y si asumía el costo de éstos no se comprometía a reembolsarle el dinero. 

Con fundamento en lo anterior solicita se protejan el derecho fundamental a la salud de su hijo SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN.
3.- CONTESTACIÓN

3.1.- El despacho corrió traslado de la acción de tutela a la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”, y dispuso la vinculación de las Direcciones General y Seccional de Sanidad Militar del Ejército Nacional, frente a lo cual solamente se pronunció la Directora del Dispensario al indicar que al menor SANTIAGO SÁNCHEZ se le han prestado los servicios de salud requeridos y en relación con los exámenes pedidos, por tratarse de pruebas especializadas deben efectuarse en el laboratorio que hace parte de su red externa de servicios con el que se gestiona el proceso de contratación, por lo que una vez dispongan de éste se informará de manera inmediata al accionante.

En cuanto al control por la especialidad de psicología, dicho Dispensario cuenta con un profesional de planta, pero ésta sufrió un accidente de tránsito, se encuentra incapacitada y en la actualidad se gestiona su reemplazo ante la Octava Brigada, por lo que piden se les permita agotar dicha gestión. Finalmente y al considerar que dicha entidad no le niega ningún servicio al accionante al no haber transcurrido un tiempo prolongado que configure afectación a derechos fundamentales, solicita se desestimen las pretensiones reclamadas.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el asunto puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales del menor SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN en cuya representación su padre elevó el presente amparo constitucional, y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo a lo consignado en la tutela, la solicitud de amparo se instauró con el propósito de proteger las garantías constitucionales del menor, las cuales estima vulneradas por el Dispensario Médico Nro. 3029 del Batallón de Artillería No 8 de Pereira, por cuanto no le ha autorizado los exámenes que la especialista en psiquiatría le prescribió al joven SANTIAGO SÁNCHEZ, a quien se le diagnosticó un “trastorno psicótico agudo, con síntomas de esquizofrenia” y “un episodio depresivo no especificado”.

Lo primero que debe tenerse en consideración es que el afectado es un sujeto de especial protección, pues por tratarse de un menor de 15 años de edad se halla en circunstancias de debilidad manifiesta y por ende se hace necesario salvaguardar su derecho a la salud, como así se ha indicado por el máximo Órgano en materia constitucional
:

“[…] esta Corte ha consolidado que la acción de tutela es un medio judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto a los derechos a la seguridad social y a la salud, con mayor razón frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta (inciso final art. 13 Const.), entre los que están los niños, niñas y adolescentes, las personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De tal manera ha expresado
:

“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P. arts. 13, 46 y 47), la salud tiene el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección constitucional a través de la acción de tutela.”

Así mismo, debe observarse que el artículo 44 de la Constitución Política señala que los derechos de los niños son de carácter fundamental y prevalecen sobre los de las demás personas e igualmente la Carta Política en su artículo 13, consagra una protección especial a favor de éstos dadas sus condiciones de  vulnerabilidad e indefensión
.

Y es por esto que el Alto Tribunal ha referido que:
“A partir de estos postulados, la Corte Constitucional ha afirmado que niños y niñas son merecedores de tratamiento especial y prioritario
. En efecto, según fallo C-615 de 2001 la fundamentalidad de los derechos de los menores configura un tratamiento privilegiado o de primacía de sus derechos sobre los de las demás personas. Igualmente, en su jurisprudencia ha destacado el principio pro infans, en virtud del cual cuando se presenten conflictos entre derechos o sea necesario coordinar éstos, debe conferirse prioridad a los intereses de los menores”.

En el presente asunto se tiene establecido que el joven SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN se encuentra afiliado en condición de beneficiario de su padre a la Dirección de Sanidad del Batallón de Artillería No 8 de esta ciudad, donde se le prestan los servicios médicos asistenciales, y a quien le fue diagnosticado “trastorno psicótico agudo polimorfo, con síntomas de esquizofrenia” y un “episodio depresivo, no especificado”, por lo cual la especialista en psiquiatría le ordenó además de la vitamina B12 y ácido fólico, un “hemograma, TSH y VDRL”, así como control con psicología. Y aunque el padre del enfermo procuró obtener la autorización por parte del Dispensario Médico para la práctica de tales exámenes y valoración especializada, la respuesta fue negativa al anteponerse para ello situaciones de índole administrativo como el de no contar con los reactivos requeridos o contratado un consultorio o laboratorio externo, o que la profesional en psicología se encuentra incapacitada y no se ha designado su reemplazo, constituyéndose ello en una dilación injustificada que da al traste con la prestación del derecho fundamental a la salud reclamado, como así lo ha decantado la Guardiana de la Constitución, véase: 

“Para la Corte la prestación efectiva de los servicios de salud incluye el que se presten de forma oportuna, a partir del momento en que un médico tratante determina que se requiere un medicamento o procedimiento. Las dilaciones injustificadas, es decir, aquellos trámites que se imponen al usuario que no hacen parte del proceso regular que se debe surtir para acceder al servicio, y que además, en muchos casos, se originan cuando la entidad responsable traslada el cumplimiento de un deber legal al paciente, lleva a que la salud del interesado se deteriore, lo que se traduce en una violación autónoma del derecho a la salud.

3.5. Aunado a lo anterior, también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud”. 
 

Tal situación conlleva en consecuencia a considerar que en efecto los derechos fundamentales del menor han sido quebrantados por la entidad encargada de su prestación y por ende se debe procurar por su salvaguarda, sin que sea de recibo lo indicado por la entidad accionada al pregonar que no ha transcurrido un término prolongado para considerarse que las garantías constitucionales del menor se han vulnerado, en tanto ya han transcurrido más de 15 días sin habérsele brindado los requerimientos ordenados y sin tenerse claridad acerca del lapso que pueden tardar los trámites administrativos que se adelantan por la entidad, por lo que de esperar tales actividades conllevaría a incrementar el menoscabo de la salud mental del menor.
Así mismo y como quiera que luego de los análisis efectuados al joven SANTIAGO puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la patología que dio origen a la presente acción, de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, en especial porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención de salud que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería “Batalla de San Mateo” que garantice al accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la patología psiquiátrica que dio origen a la presente acción. 
De conformidad con lo discurrido, la Sala tutelará el derecho fundamental a la salud del que es titular el menor SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN, y en consecuencia ordenará al Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a autorizar la práctica de los exámenes de “hemograma, TSH y VDRL” que le fueron dispuestos por la especialista en psiquiatría e igualmente le brinde el tratamiento integral que requiera para la atención de su enfermedad, aunque se encuentren excluidos del POS.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental a la salud del que es titular el menor SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Directora del Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia autorice la relación de los exámenes “HEMOGRAMA, THS y VDRL” prescritos para el menor SANTIAGO SÁNCHEZ PULGARÍN, así como la valoración por la especialidad de psicología, los cuales deberán llevarse a cabo en un término no superior a los diez (10) días siguientes.

TERCERO: SE ORDENA a la Directora del Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que de manera ágil, oportuna y eficaz, le preste al menor SANTIAGO SÁNCHEZ el tratamiento integral que pueda requerir en relación con la enfermedad puesta de presente en el presente trámite, aunque se encuentre excluido del POS.

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-160 de 2014.


� T-420 de mayo 24 de 2007, M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia C-664 de 2006.


� Cfr. sentencia C-041 de 1994


� Sentencia T-391 de 2009


� T-384 de 2013.


� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.
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